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resumen

Este artículo analiza las dimensiones de la cri-
sis social y político-institucional que acompañó 
al colapso de la economía argentina a fines de 
2001, el proceso de normalización  institucional 
y pacificación social, la presidencia de Néstor 
Kirchner y los comienzos de la presidencia de 
Cristina Kirchner. La autora sostiene que la frag-
mentación del Partido Justicialista y del espectro 
político no peronista, así como el mantenimiento 
de las redes clientelares y las rivalidades per-
sonales obstaculizan un proceso de aprendizaje 
innovador en la dirigencia política. 
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summary

This paper analyses the extent of the social 
and political-institutional crisis that accompa-
nied the collapse of the Argentine economy at 
the end of 2001, the path towards social paci-
fication and institutional normalization, Néstor 
Kirchner´s government, and the beginning of 
Cristina Kirchner’s administration. The author 
outstands that the fragmentation of the PJ and 
the non-peronist party spectrum, as well as the 
maintenance of clientilist networks and perso-
nal rivalries are serious obstacles for innovative 
learning processes in the political elite. 



I. La Argentina en crisis
Las experiencias históricas de la democracia en Argentina, recurrentemente 

interrumpidas por golpes militares a lo largo del siglo XX, estuvieron pervertidas 
por el fraude, la persecución de las minorías, la proscripción política del peronismo, 
la corrupción y el clientelismo. El primer gobierno de la democracia establecida 
en 1983 sucumbió al marasmo de la hiperinflación y el presidente Alfonsín debió 
adelantar la transmisión del mando. Tras dos presidencias (1989-1999), Menem 
fue derrotado en su intento de ser reelecto por tercera vez, por una coalición 
opositora que supo interpretar las demandas de restaurar la ética en la función 
pública y respetar el gobierno de la ley. El gobierno de la Alianza por el Trabajo, 
la Justicia y la Educación (1999-2001) no pudo modificar el curso de la economía 
y las medidas de austeridad que implementó profundizaron la recesión que se 
iniciara en 1998.1 Como observa Juan Corradi, “Argentina parecía un monumento 
desvencijado del segundo mundo, un rompecabezas estatista desencajado que 
nadie podía o quería volver a armar” (Corradi, 2004:144; De Riz, 1995:59-78; De 
Riz, 1996:147-165).

Sin embargo, un escándalo de sobornos en el Senado fue el primero de una 
serie de episodios que restaron credibilidad al gobierno y precipitaron su caída. 
El clima de generalizado descontento cristalizó en los resultados de las elecciones 
legislativas de renovación parcial de octubre de 2001. Esas elecciones reflejaron 
el descrédito de la clase política: los votos nulos y en blanco y la tasa de absten-
ción ascendieron a niveles inéditos.2 

La percepción generalizada de un Estado a la deriva –la crisis de gobernabili-
dad, y en particular, de liderazgo– motorizó el desenlace. La negativa del Fondo 
Monetario Internacional (FMI) a adelantar un desembolso de U$S 1600 millones 
que hubiera dado un respiro al gobierno, llevó al entonces ministro de Economía 
Domingo Cavallo a imponer estrictos límites a los retiros bancarios y a la circula-
ción de efectivo en un intento por frenar la fuga de capitales del sistema financiero. 
Las consecuencias devastadoras del denominado “corralito” financiero sobre los 
ahorros de las clases medias y sobre los sectores empobrecidos dependientes de la 
economía informal, fueron inmediatas. La sociología analizó la importancia de la 
amplia clase media argentina en la contención del conflicto social; fue siempre un 
amortiguador frente a la pobreza creciente. Argentina tenía ciertos niveles básicos 
de igualdad reconocidos en todo el mundo y un paisaje social relativamente bien 
integrado. Cuando la clase media pacífica salió a la calle, en el acto la siguieron 
los excluidos. La rabia y la desesperación se multiplicaron en las calles. Los días 
18 y 19 de diciembre de 2001, Argentina fue sacudida por una ola de protestas, 
en gran parte espontáneas –manifestaciones a veces violentas, bloqueo de rutas 
por desocupados, demostraciones de decenas de miles de ahorristas golpeando 
cacerolas– y, en menor medida, menos espontáneas, como lo fueron los saqueos 
de comercios. La represión de las masas movilizadas ante la casa de gobierno para 
reclamar la renuncia del Presidente y todo su gabinete, dejó un saldo de treinta 
muertos y decenas de heridos. 

El 20 de diciembre el presidente De la Rúa renunció.3 A pesar de la debacle 
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económica, la crisis social e institucional y la sucesión de cinco presidentes en 
menos de dos meses, las instituciones de la democracia sobrevivieron. Una salida 
parlamentaria aseguró la continuidad del régimen democrático en medio del vacío 
creado por la ausencia de proyectos políticos. La sociedad quedó a merced de 
iniciativas justificadas por la resignación o la impotencia.   

Argentina estuvo durante muchos meses sumergida en el caos institucional y 
social. La perspectiva de una desintegración incontenible acompañó las reaccio-
nes de la sociedad y del gobierno. Lo que había comenzado como una protesta 
contra la gestión de De la Rúa, se convirtió en una masiva rebelión cívica contra 
toda la dirigencia política. La rebelión llevaba una crítica implacable contra todo 
el sistema político. Bajo el slogan “Que se vayan todos”, las protestas atacaron los 
tres órdenes de gobierno, exigiendo la renuncia de todo el Congreso y  la Corte 
Suprema de Justicia. La impugnación al sistema representativo y el reclamo de 
formas de democracia directa que cortaran de raíz con el pasado inmediato, tuvo 
su centro en la ciudad de Buenos Aires y entre sus principales protagonistas, a 
los ahorristas provenientes de la clase media que vieron sus ahorros pesifica-
dos y cautivos en los bancos. Los  desocupados, conocidos como “piqueteros”, 
marcharon en todos los centros urbanos importantes del país exigiendo trabajo y 
comida. También comenzaron a formar parte de la vida cotidiana las “asambleas 
barriales” que dieron  voz al descontento de la clase media empobrecida. En Bue-
nos Aires primero, y en otras ciudades del interior después, los bancos acorazaron 
sus edificios para defenderse de los ahorristas que reclamaban la devolución de su 
dinero bloqueado; proliferaron las huelgas generales, las manifestaciones de los 
desocupados, los “piquetes”. El historiador Luis Alberto Romero describe las tres 
figuras sociales que sintetizaron la nueva realidad: los caceroleros, los piqueteros 
y los cartoneros: “[…] Los primeros, en general provenientes de los sectores de 
clase media, que reclamaban ante los bancos o las sedes gubernamentales por sus 
ahorros perdidos o por la corrupción de los políticos, expresan la protesta rabiosa 
e irreflexiva de los defraudados. Los segundos, desocupados que se manifiestan 
cortando caminos, son la voz, terrible y justa a la vez, de los excluidos. Los úl-
timos, que por las noches revuelven la basura para juntar papeles y cartones que 
valen su peso en dólares, semejan la invasión de los ejércitos de las tinieblas sobre 
la ciudad propia, como decía hacia 1870, en circunstancias similares, el intenden-
te de Santiago de Chile, Benjamín Vicuña Mackenna” (Romero, 2003:113; De 
Riz, 2007).

II. Hacia la normalización institucional  
Las elecciones presidenciales de abril de 2003 se llevaron a cabo en medio de 

un clima de incertidumbre: en ese contexto, un 92% de los argentinos desconfiaba 
del gobierno y un 95%, de los partidos políticos (Latinobarómetro, 2002). Sin 
embargo, el dólar no se disparó y las señales de reactivación económica cam-
biaron el humor colectivo.4 La fase favorable del ciclo económico, puede ser un 
instrumento formidable para reconstituir el liderazgo político. En el último siglo, 
los gobiernos con supremacía presidencial (el primer gobierno de Juan Domingo 



Perón y el primero de Carlos Menem) estuvieron asociados a vientos favorables 
en la economía. En 2002, seis de cada diez argentinos consideraban que hay de-
mocracia cuando se garantiza el bienestar de la gente, atribuyéndole al voto y a la 
libertad de expresión, un papel secundario (PNUD, 2002:11).

La previa manipulación del marco institucional a través de la suspensión de 
las internas partidarias en el Partido Justicialista –por ley se establecía la obliga-
toriedad de su realización– y la autorización a tres candidatos provenientes del 
mismo partido a competir, reiteraron una práctica política de larga tradición en 
Argentina: cuando las reglas no favorecen los resultados esperados por los pode-
rosos de turno, se cambian.5 Los resultados de las elecciones de octubre de 2003 
confirmaron el colapso parcial del sistema partidario. El peronismo, en conjunto, 
cosechó el 61% de los votos. La crisis de representación quedó confinada sobre 
todo a los votantes de clase media que habían apoyado en el pasado, al Partido 
Radical. La debacle electoral del radicalismo –el candidato de la Unión Cívica 
Radical obtuvo el 2,27% de los sufragios– mostró el estallido del sistema parti-
dario que desde 1983 había girado en torno del justicialismo y el radicalismo. El 
peronismo pudo sortear la crisis e iniciar el difícil proceso de reunificación interna 
bajo un nuevo liderazgo. El presidente Kirchner fue consagrado con el 22,4% de 
los sufragios, tras la renuncia de Menem, el candidato más votado del peronismo 
(24,5%), a competir en la segunda vuelta. Se descubrió entonces que no había 
sido regulada la circunstancia de que uno de los dos competidores renunciara a la 
segunda vuelta y en ausencia de especificaciones sobre qué hacer debido a “lagu-
nas” en la legislación electoral, se consagró al segundo candidato más votado. No 
hubo ballotage a pesar de la enorme fragmentación partidaria que lo anunciaba 
como inevitable. Esta anomalía explica la excepcionalidad de la situación en la 
que Kirchner asumió el mando.

El Presidente tenía que afirmar su autoridad para compensar la debilidad de su 
origen y debía hacerlo en el contexto de un sistema partidario en crisis, institu-
ciones frágiles e inéditos niveles de fragmentación y protesta social.6 El Presi-
dencialismo argentino otorga al Ejecutivo un formidable número de competen-
cias y facultades que le permiten tomar decisiones unilaterales (De Riz y Sabsay, 
1991:215-232; De Riz, 2005:223-228). No obstante, la fuerza de un presidente no 
depende sólo de sus poderes constitucionales: la solidez de su base partidaria, el 
alcance de los poderes administrativos que le permiten obtener los apoyos nece-
sarios, la calidad del liderazgo presidencial, la tradición y la cultura política del 
país, cuentan. 

III. La presidencia de  Néstor Kirchner 
La acefalía del Partido Justicialista y la pasividad de su Consejo Nacional die-

ron un importante margen de autonomía al presidente en los comienzos de su 
gestión para fijar su impronta en el movimiento político creado por Perón. El 
crecimiento ininterrumpido y a elevadas tasas de la economía desde el segundo 
semestre de 2002, la exitosa reestructuración de la deuda, el notable crecimiento 
del empleo y la reducción de la pobreza y la indigencia, afirmaron la autoridad 
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presidencial, condición sine qua non de la gobernabilidad democrática en un país 
presidencialista, y lo hicieron en el doble sentido del término “gobernabilidad”, 
i.e., como eficacia del gobierno para lograr sus metas, y como reconocimiento de 
la autoridad estatal por parte de la sociedad, un aspecto clave para dejar atrás la 
crisis y comenzar la reconstrucción del aparato estatal.7

La renovación de los cargos de la Corte Suprema de Justicia y la anulación 
por la vía legislativa de las Leyes de Obediencia Debida8 y de Punto Final9, en el 
contexto de la proclamada voluntad del Presidente de terminar con las formas tra-
dicionales de hacer política, respondieron a la demanda de la sociedad de respeto 
de los derechos humanos y de transparencia en la gestión de la res pública. Las 
elecciones de renovación parcial de la legislatura, en octubre de 2005, dieron un 
triunfo claro al gobierno con el 40% de los sufragios logrado por el Frente para 
la Victoria, el partido creado por el Presidente. El Partido Justicialista (PJ) –pe-
ronistas no kirchneristas– obtuvo el 11% y la Unión Cívica Radical (UCR), poco 
más del 13%. Con 112 diputados, el partido del Presidente no logró el quórum 
propio, pero  no le habría de ser difícil obtenerlo.10 La fortaleza de los liderazgos 
partidarios está sometida al ciclo electoral. Quien se consagra en las urnas como 
presidente o como gobernador maneja recursos con los que sostiene su coalición 
de apoyo. Esta ha sido una regla de la política partidaria argentina que la implo-
sión de los partidos políticos ha exacerbado al compás de los realineamientos 
internos que preceden o suceden a las elecciones. El triunfo electoral alimenta la 
cohesión partidaria. 

Las elecciones a mitad de mandato permitieron a Kirchner reparar la debilidad 
de origen que representó el 22% de los votos con los que fue consagrado presi-
dente. El duelo Kirchner-Duhalde que se encarnó en esas elecciones, terminó con 
la victoria del Presidente sobre su adversario más poderoso. Ese fue un paso ne-
cesario para iniciar la reunificación del peronismo bajo su liderazgo. La disciplina 
partidaria de la bancada mayoritaria en ambas cámaras del Congreso y la frag-
mentación de los partidos de la oposición favorecieron la delegación de atribucio-
nes y la concentración de las decisiones en el Presidente, única figura de alcance 
nacional. La ley que reglamentó los decretos de necesidad y urgencia (DNU) no 
fija plazos para que el Congreso se expida sobre un decreto de esas características 
y establece que basta una de las Cámaras para ratificarlo. Tampoco estableció la 
caducidad de los DNU no ratificados dentro de un plazo determinado y estableció 
que en caso de rechazo se deben expedir las dos Cámaras, de modo que si una lo 
rechaza y la otra lo aprueba, el decreto seguirá vigente.11 

Por su parte, gracias a la modificación de la legislación de la administración 
financiera del Estado, el jefe de gabinete puede reformar el presupuesto, lo que li-
bera al Ejecutivo de toda ingerencia del Congreso en materia presupuestaria. Esta 
es una formidable herramienta para que el presidente decida sin la interferencia 
de otros actores relevantes.12  

La anunciada reforma política desapareció de la agenda. Ésta ha sido la suerte 
corrida por los reiterados compromisos que hicieron los partidos a favor de la re-
novación de las instituciones y luego abandonaron, sin dar explicación. El Partido 



Justicialista logró descomprimir tensiones en su seno, atenazadas por las pujas 
constantes por el liderazgo, y fue cerrando filas alrededor de Kirchner, su líder 
de facto desde los resultados electorales de 2005. La oposición fragmentada no 
ha podido disputarle su supremacía y las encuestas continúan reflejando los altos 
niveles de popularidad del presidente. La fragmentación del PJ y del espectro par-
tidario no peronista, el clientelismo y las rivalidades personales, son factores que 
bloquean la renovación de la dirigencia política  e incentivan coaliciones ad hoc.

Argentina es hoy un país en crecimiento y en proceso de reconstrucción social 
tras el marasmo de la crisis. La demanda por la transparencia sigue viva, pero no 
encuentra eco, como si la sociedad se resignara a que el gobierno quede encar-
nado en la voluntad de un presidente a quien se confía el timón y del que no se 
espera que rinda otra cuenta que no sea la eficacia de su desempeño para satis-
facer demandas de diversos sectores de la población. Esta es una democracia de 
un partido dominante, unificado alrededor del presidente, ya sea por convicción 
de quienes le siguen,  o bien  por conveniencia de quienes siempre se alinean con 
los ganadores. 

Contrariando las previsiones acerca de la necesaria búsqueda de consensos a 
que se vería obligado por el escaso caudal electoral con que llegó al poder, y 
la proclama en su discurso inaugural de “una cultura de diálogo”, el presidente 
Kirchner gobierna prescindiendo de los partidos de la oposición, rodeado de un 
estrecho círculo de funcionarios de su confianza, sin la coordinación de los miem-
bros de su gabinete ni la injerencia de su propio partido que en los hechos es un 
movimiento político  movilizado en las elecciones. El triunfo electoral en las elec-
ciones intermedias de octubre de 2005 fortaleció ese modo autocrático de ejercer 
el poder. La política aparece como un duelo entre el Presidente y los enemigos 
que lo acechan, pocas veces identificados de manera explícita (los periodistas, el 
FMI, algunos empresarios, el neoliberalismo, los ortodoxos…). Los recursos pú-
blicos son administrados como si fueran propiedad privada por un presidente que 
gobierna concentrando todas las decisiones y crea instituciones ad hoc como los 
fideicomisos en la obra pública que escapan al control del Congreso y desincen-
tivan la gestión transparente de los bienes públicos por parte de los funcionarios 
del Estado, favoreciendo toda clase de manejos discrecionales.13

Las protestas sociales fueron contenidas con diferentes estrategias que incluye-
ron la implementación de programas sociales, la cooptación y el aislamiento de 
los más radicales (por ejemplo, del movimiento piquetero) y el tránsito desde una 
política inicial más permisiva hacia otra, más restrictiva, que ha resultado exitosa. 
Las protestas sociales continúan, pero su intensidad ha sido menor en la segunda 
mitad del mandato presidencial. 

Los sindicatos tradicionales y los grupos industriales fueron los principales 
apoyos de la política económica post convertibilidad. La Confederación General 
del Trabajo (CGT) obtuvo la elevación del salario mínimo vital; la rebaja del im-
puesto a las ganancias para trabajadores sindicalizados; el inminente aumento de 
las asignaciones familiares, y un futuro rédito político en el ajuste de jubilaciones, 
que se anunciará semanas antes de las elecciones.  La Confederación Argentina de 
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Trabajadores (CTA)14, la promesa del postergado reconocimiento de su personería 
gremial. Y la Unión Industrial Argentina (UIA) la designación de un hombre de 
sus filas al frente del Ministerio de Economía; el plan Energía Total (que subsidia 
los combustibles a las fábricas que reemplacen el consumo de gas), más el com-
promiso oficial de crear un banco de fomento para inversiones fabriles, apurar una 
nueva legislación de accidentes de trabajo y eliminar la indemnización extra por 
despido. Sin embargo, un acuerdo social tripartito (Estado-empresas-sindicatos), 
como el propuesto por la candidata a la presidencia, Cristina Fernández, tiene 
una historia de fracasos recurrentes. A diferencia de los pactos que tuvieron éxito 
en otros países, basados en lo que cada sector sacrificó en lo inmediato a cuen-
ta de beneficios futuros y en función de una estrategia global consensuada, las 
ventajas que cada uno logró a expensas de otros en la mesa de negociaciones fue 
el rasgo distintivo de los acuerdos décadas atrás en la Argentina. Resta ver si el 
sindicalismo y los grupos industriales se involucrarán en una política económica 
consensuada y en caso de que así sea, si esa política logrará estabilidad a través 
del tiempo en un eventual contexto en el que la inflación se acelere (De Riz et al., 
1987; Etchemendy, 2005).15

Transcurridos 24 años desde el restablecimiento de la democracia, el período 
más prolongado de vigencia de la democracia  en Argentina, seguido por el radi-
calismo  (1916-1930) y el peronismo (1946-1955), la calidad y la transparencia 
de las instituciones no son hoy en día más sólidas que en los comienzos de la 
democracia. El Poder Ejecutivo está marginando al Congreso Nacional a través 
del expediente de los Decretos de Necesidad y Urgencia y de la delegación de 
facultades por parte del Poder Legislativo. La modificación en la integración del 
Consejo de la Magistratura atenta contra la división de poderes entre el Poder 
Ejecutivo y el Poder Judicial. Durante 2007, las manipulaciones sobre el Índice 
de Costo de Vida que genera el Instituto de Estadística y Censos (INDEC) quita 
credibilidad a la información que produce el Estado, las sospechas de corrupción 
que involucran a funcionarios del gobierno en el caso de la empresa Skanska, la 
renuncia de la ministra de Economía en cuya oficina se encontró un sobre con una 
importante suma de dinero que aun no se ha justificado o el ingreso de 800 mil 
dólares no declarados por un ciudadano venezolano integrante de la comitiva de 
funcionarios argentinos de la empresa estatal ENARSA (Ente Regulador del Gas) 
que regresaban en jet privado al país, son algunos de los casos más resonantes, 
que reflejan la falta de transparencia en la gestión pública y alimentan las sos-
pechas de corrupción.16 Las tensiones sociales y políticas en  provincia de Santa 
Cruz, de la que Néstor Kichner fuera tres veces gobernador –en 1991, 1995 y 
1999– luego de modificar la Constitución, ocurren pese a que la provincia registra 
el desempleo más bajo y los salarios públicos de bolsillo más altos.17 

Los resultados de las elecciones a gobernadores provinciales celebradas con an-
terioridad a las elecciones generales de octubre son indicadores del mapa político 
heterogéneo que está emergiendo. Desaparecieron los emblemas y liturgias de los 
partidos dominantes en el siglo pasado y ya no se puede anticipar tendencias o 
gobernadores claramente alineados en el plano nacional. 



En Córdoba, las denuncias de fraude realizadas por el candidato a gobernador 
del Frente Cívico y Social, integrado por sectores del peronismo, el radicalismo y 
organizaciones de la sociedad civil, fracturaron a la política y a la sociedad cordo-
besa, en el contexto de una sociedad nacional en la cual la percepción de que las 
elecciones son, en general, limpias, se redujo del 51% al 47% de los argentinos en 
2006 (Latinobarómetro, 2006). Córdoba refleja bien cómo los electorados urba-
nos canalizan sus expectativas de cambio a través de nuevos liderazgos y fuerzas 
políticas también nuevas –como es el caso de Juez y el Frente Cívico y Social–. 
Pero la burocracia del Partido Justicialista continúa siendo el actor clave para ase-
gurar a la administración su anclaje en las provincias, los gremios y el Congreso. 

La debilidad de las instituciones representativas se refleja en la percepción que 
los argentinos tienen: el 74% expresó su rechazo por el Congreso y dijo que no se 
siente representado por sus legisladores (IPSOS/Mora y Araujo, 2007). Cuando 
se comparan datos entre el inicio de la democracia y el presente, se observa que 
mientras que en 1984 sólo un 7% respondía que “nunca va a sentir simpatía 
por ningún partido”, la cifra se eleva al 20% en 1990 tras la experiencia de la 
hiperinflación y el acortamiento del mandato presidencial. En 1998 alcanza al 
48% y desciende en 2000 al 40% con la llegada de la Alianza. En 2001 trepa 
al 60% de los argentinos y alcanza su máximo en 2002 con el 64%. Aun con 
tendencia decreciente a partir de entonces, más de la mitad de la población sigue 
afirmando que no sentirá simpatía por ningún partido en 2007 (IPSOS/Mora y 
Araujo, 2007). Con 2,9 puntos en la escala de 1 a 10, que registra la mínima a la 
máxima calidad institucional en un país, el Índice de Percepción de la Corrupción 
2007 de Argentina ubica al país entre los casos en que la corrupción es percibida 
como desenfrenada (Transparencia Internacional, 2007). Hay una demanda 
insatisfecha de modernización política en los sectores medios urbanos que plantea 
al gobierno un viejo dilema: ¿cómo satisfacer esa demanda sin perder el apoyo del 
aparato peronista tradicional? 

La estrategia de la denominada “transversalidad” que consiste en construir 
alianzas basadas en la lealtad personal, mal se aviene con la declarada intención 
de renovación de la política de Kirchner. En los hechos, el gobierno se sigue 
estructurando en torno a alianzas con gobernadores que tienen consolidado su 
dominio territorial. Luego de meses de rumores, el presidente Kirchner designó 
a su esposa, la senadora Cristina Fernández y renunció a postularse a un segundo 
mandato al que la Constitución lo habilita. Su decisión desató rivalidades y res-
quemores en el seno del peronismo. A diferencia de las monarquías, el presiden-
cialismo puede influir en la sucesión, pero no puede organizar el orden sucesorio. 
Este precepto también ha sido vulnerado.18 El presidente constitucional puede 
asumir las facultades de un rey aunque se denomine presidente y establecer una 
dinastía en una variante de la “república posible” que muchos se resignan a acep-
tar. Comparado con su par en Estados Unidos, el presidencialismo argentino se 
distinguió por las atribuciones de intervención federal, declaración de estado de 
sitio e iniciativa legislativa, pero se trata de atribuciones compartidas o avaladas 
por el Congreso (Mustapic, 2000).19 Una tradición de poder presidencial fuerte se 
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ve reforzada por la crisis de los partidos y por instrumentos como la delegación 
de facultades por parte del Congreso,  o los DNU.  

La derogación de la ley de internas abiertas, previamente suspendida para las 
elecciones de 2003 con la intención de evitar que Carlos Menem pudiera ser con-
sagrado candidato del justicialismo, despejó el camino hacia la proliferación de 
candidatos  y de partidos “sellos” que cuelgan sus listas a la de un candidato/a. La 
permisividad de la legislación vigente sobre partidos políticos explica que la cifra 
de partidos que compiten ronda los 700 en la actualidad. Esa permisividad  y las 
cambiantes interpretaciones de la legislación electoral, hacen posible que en el 
contexto de la pulverización de los partidos tradicionales haya listas denominadas 
“colectoras” que se cuelgan detrás de las figuras que se postulan a cargos ejecuti-
vos. Son listas de diputados, gobernadores o intendentes que quieren beneficiarse 
del efecto arrastre. También  da cuenta del hecho de que haya listas de un mismo 
partido presentadas para sostener a candidatos de partidos diferentes –las deno-
minadas “listas espejo”–  (De Riz, 2005).  En la práctica funciona una suerte de 
doble voto simultáneo y acumulativo que, a diferencia del aplicado en el Uruguay, 
se colecta para candidatos, no para partidos. Este sistema permite sobrevivir a 
pequeños partidos personales al conseguir superar el requisito del 2% de los votos 
para conservar el reconocimiento como partido político y los provee de financia-
miento para su actividad ya que los votos conseguidos por la lista resultan de la 
sumatoria de los obtenidos en las listas de los diferentes candidatos y el  apoyo 
financiero del Fondo creado a ese efecto en el Ministerio del Interior depende de 
los votos obtenidos.  

Algunos de los dirigentes del justicialismo comenzaron a impulsar la resu-
rrección del Partido Justicialista, en particular, el ex presidente Duhalde quien 
declaró: “Vuelvo a la política para hacer lo que nadie hace. Sólo me interesan 
dos cosas: reconstruir el justicialismo, que hace cuatro años que está cerrado, y 
aprobar la reforma política que no logré durante mi gestión. Nada más. Cosas de 
las que nadie se ocupa. El resto son todas macanas”.20 En la tradición del pero-
nismo, el presidente de la Nación es el presidente del partido y no existe la idea 
de que esos dos roles puedan no coincidir en la misma persona. Kirchner declara 
que se dedicará a la construcción de una fuerza política durante el mandato de su 
esposa, pero lo cierto es que se trata de  conquistar los bastiones del peronismo 
tradicional y para ello, es imprescindible el triunfo electoral que posibilite quedar-
se con las banderas, los aparatos y la gente. Esa contienda aún no ha terminado. 
La normalización del Partido Justicialista y el futuro de esa organización como 
tal se ha transformado en una pretexto para hacer valer posiciones. La designa-
ción de la senadora Fernández vino a avivar la puja por los aparatos, territorios y 
clientelas.

La continuidad de los ejes de la actual política económica y el objetivo de “acu-
mulación con  inclusión social” para reducir la pobreza que hoy alcanza a casi 
un tercio de los argentinos fue el leitmotiv del discurso de la candidata del ofi-
cialismo.21 Esos objetivos, empero, no generaron  debates en la sociedad. Pocos 
están en desacuerdo. Lo distintivo de esta campaña fue la ausencia de debates 



sobre propuestas. Cristina Kirchner omitió la consideración de los problemas que 
existen para avanzar en la dirección de un crecimiento sostenido con inclusión so-
cial. La candidata, Cristina, como se la llama, centró su discurso en el valor de la 
diferencia, a la  que considera fuente de enriquecimiento antes que de conflicto, y 
se mantuvo en el ámbito más abstracto de los valores del pluralismo, los derechos 
humanos y la tolerancia, sin abordar el territorio más pragmático de las políticas 
con las que mejorar la calidad institucional, combatir la pobreza  y la desigualdad, 
atraer inversiones, hacer frente a la crisis energética o  a los déficit de infraes-
tructura. Su consigna, “el cambio en la continuidad”, es consistente con la épica 
retórica a la que echó mano el gobierno de su esposo, indiferente a la distancia que 
media entre la radicalización en su discurso y sus acciones. 

La debilidad de la oposición no sólo resulta de su fragmentación, es, además, la 
consecuencia de que no consiguió instalar en la sociedad propuestas alternativas 
al oficialismo. El fracaso de la Alianza contribuyó a afectar más la ya deteriorada 
imagen de los partidos políticos, pero el descrédito no hizo impacto en todos 
los partidos por igual. Éste fue comparativamente menor para el PJ que desde la 
oposición pudo capitalizar el descontento. El peronismo logró sobrevivir como 
fuerza política predominante en las elecciones de renovación parcial de la Cámara 
de Diputados en 2001 y en las elecciones de 2003 en las que logró en conjunto 
el 61% de los votos.  Fue el electorado de centro-derecha y los disidentes por iz-
quierda de la Alianza –los “huérfanos de la política” según la oportuna expresión 
que Juan Carlos Torre propuso para designar a la masa crítica de ciudadanos y 
ciudadanas exigentes que demandan una democracia de partidos más transparente 
y con rendición de cuentas al público de sus actos–  los que convirtieron su dis-
conformismo en el problema político de la crisis de la representación partidaria en 
Argentina en 2001 (Torre, 2007). 

El fracaso  de la Alianza, además, reactivó un prejuicio de larga data en Ar-
gentina según el cual  toda alianza entre fuerzas políticas es un “contubernio” 
destinado a beneficiar sólo a los políticos. En el vacío creado por la crisis de los 
partidos también recobró fuerza la creencia arraigada en importantes sectores de 
la población en el rol de una presidencia fuerte encarnada en una figura capaz de 
resolver los problemas de los argentinos por encima de las estructuras partidarias 
(“pilotos de tormenta”, los presidentes son el actor clave para alimentar la espe-
ranza ya sea de reparación o bien de transformación que anida en la sociedad). La 
envergadura de la crisis vivida en 2001/2002 ha favorecido políticas de corto pla-
zo destinadas a dar respuesta a la emergencia económica y social en el contexto 
del vacío creado por la desarticulación del sistema de partidos. El eje del gobierno 
de Néstor Kirchner fue puesto en las políticas de reparación. Las reformas de 
fondo fueron postergadas.

IV. El legado económico del futuro gobierno
La economía argentina continuó su rápida recuperación y se logró revertir la 

tendencia negativa de los indicadores sociales. La cantidad de personas que vi-
vían bajo la línea de pobreza pasó del 57%  en mayo de 2002 al 27% en el segundo 
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semestre de 2006 y la indigencia se redujo del 25% al 9% en ese lapso. El des-
empleo que había alcanzado su pico en mayo de 2002 (24,5%) cayó al 8,7% en 
el segundo trimestre de 2006. Las cifras del INDEC también indican que durante 
el segundo semestre de 2006 el empleo no registrado descendió al 44,1%, pero 
fue superior al registrado a comienzos de la recesión, a pesar de que la econo-
mía argentina tiene registros de producción e inversión superiores a los de 1998. 
El paisaje social de la Argentina se ha transformado. La sociedad argentina está 
polarizada entre los de arriba y los de abajo y deja importantes sectores de la 
población fuera del mercado. La brecha de ingresos entre el 10% superior de la 
distribución y el 10% inferior llega a 30 veces en el primer trimestre de 2007 y 
mientras el 10% superior en la escala de ingresos capta el 35% del PBI, el 10% 
inferior, sólo el 1%.22  

Parte de los logros –el crecimiento del consumo, la inversión, la ocupación, la 
masa salarial, la recaudación impositiva y las reservas del Banco Central– fueron 
posibles acumulando desequilibrios macroeconómicos importantes que dada su 
magnitud se reflejan en crecientes niveles de inflación. El gobierno, a través de 
subsidios que erosionan el ahorro público, ha logrado sostener las distorsiones 
en las tarifas en los mercados regulados y evitar que la mayor inflación impacte 
sobre el nivel de consumo. No obstante, la dinámica de “tapar” con subsidios 
la inflación para que no afecte al bolsillo del consumidor, tiene como límite el 
bolsillo del gobierno y  el saturado cuadro energético.23 Acuerdos sectoriales de 
precios, límites a las exportaciones de productos de consumo masivo e incentivos 
a la inversión son otros de los instrumentos con los que el gobierno ha tratado de 
controlar la inflación que según como se mida alcanza dos dígitos (entre 15 y 20 
anual). El Presidente, por su parte, adjudica la responsabilidad  a “algunos empre-
sarios que quieren inflar los costos de la producción para  volver por la puerta 
de atrás a las esferas del poder” (La Nación,  19/09/2007), convencido de que la 
inflación es el exclusivo resultado del comportamiento de los malos empresarios. 
El secretario de Comercio, Guillermo Moreno, reitera a los empresarios que no 
hay leyes económicas intangibles y que eso es lo que el Consenso de Washington 
quiso instalar para dominarnos. El Gobierno pone en práctica la concepción de 
la economía que el propio Perón formulara en carta al presidente chileno, Carlos 
Ibáñez: “Mi querido amigo, déle al pueblo, especialmente a los trabajadores, 
todo lo que sea posible. Cuando parezca que ya les ha dado demasiado, déles 
más. Todos tratarán de asustarle con el fantasma del colapso económico, pero 
todo eso es mentira. No hay nada más elástico que la economía, a la que todos 
temen tanto porque no la entienden”.24 

Estadísticas inflacionarias poco creíbles; déficit energético; insuficiencia de in-
versiones en bienes de capital y en infraestructura; aumento del gasto público y de 
los subsidios estatales; escasez de financiamiento externo e interno de largo plazo; 
aumento de la deuda pública y deterioro del tipo de cambio real así como de los 
superávit gemelos (fiscal y de la balanza comercial) que han pasado a depender 
cada vez más de los buenos precios internacionales de la producción exportable 
y de mercados financieros externos, configuran un panorama que pone en riesgo 



la sustentabilidad del crecimiento. En el largo plazo se necesita más que el creci-
miento de las exportaciones. La alta dependencia del contexto internacional y de 
pocos productos, y sobre todo, productos primarios de exportación, combinada 
con la baja inversión en ciencia y tecnología, tornan vulnerable el crecimiento. 
Una reforma estructural que siente las bases del crecimiento sostenido, el aumen-
to de las inversiones y  la mejora del clima de negocios es una tarea pendiente. 

V. La sucesión matrimonial
La fragmentación fue el rasgo distintivo de las elecciones presidenciales cele-

bradas en octubre de 2007. El Partido Justicialista concurrió dividido a las urnas, 
esta vez no en tres como lo hizo en 2003,  sino en dos: el oficialista Frente para la 
Victoria (FPV) y el Frente Justicia, Unidad y Libertad (Frejuli). En la oposición, 
volvieron a competir por la presidencia, López Murphy (RECREAR) en alianza 
con Propuesta Republicana (PRO) y Carrió (Coalición Cívica).  La UCR llevó 
como candidato a presidente a Roberto Lavagna, ex Ministro de Economía del go-
bierno, de filiación peronista, en coalición con sectores del  peronismo no kirch-
nerista. Partidos menores a la izquierda y la derecha del espectro político, muchos 
de los cuales son partidos personales, completaron el panorama. El gobernador 
peronista reelecto, Alberto Rodríguez Saá compitió por los votos peronistas y 
conservadores remanentes al igual que el gobernador Sobisch, del Movimiento 
Popular Neuquino. Por primera vez en mucho tiempo, ni el Partido Justicialista 
ni la Unión Cívica Radical tuvieron boletas propias en elecciones presidenciales, 
sólo fueron aliados  de varias coaliciones. Desapareció el viejo sistema de parti-
dos políticos.

Una indiscutida mayoría consagró presidenta a Cristina Fernández de Kirchner, 
la primera mujer en llegar a ese cargo a través de elecciones, en un país con arrai-
gados resabios machistas en política. Con casi el 45% de los votos, el resultado 
más pobre para una elección presidencial desde la recuperación de la democracia 
en 1983, pero –a excepción de las elecciones irregulares de 2003– con la mayor 
ventaja registrada sobre la segunda fuerza política, encabezada por Elisa Carrió. 
La demanda de transparencia y mayor control de la acción de gobierno se dispersó 
en el arco opositor. Con los partidos pulverizados y retazos del radicalismo y del 
peronismo distribuidos por doquier, un personalismo rampante y las identidades 
políticas en  crisis, el voto del electorado de los sectores medios de los centros ur-
banos no encontró una expresión política unificada capaz de convertirse en alterna-
tiva al oficialismo. En las tres mayores ciudades argentinas, Buenos Aires, Rosario 
y Córdoba, Cristina Kirchner fue derrotada. Su fuerza electoral se afincó en el voto 
peronista del interior más alejado de las grandes ciudades, el voto más uniforme y 
masivamente pobre de todos los presidentes electos desde 1983, muy distante de la 
imaginada coalición con los sectores progresistas de la clase media. Sus registros 
más altos estuvieron en Santiago del Estero (77,91%), Salta (74,29%), Formosa 
(72,33%), Misiones (68,25%). En Mendoza, la fórmula oficialista  alcanzó el 60% 
de los sufragios gracias a la tracción de Julio Cobos, ex gobernador radical de esa 
provincia y candidato a la vicepresidencia en la fórmula oficialista.25
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Cristina Kirchner recibió como propio el capital electoral de la gestión de su 
esposo y el beneficio de una oposición fragmentada y a la defensiva. El balance de 
lo sucedido en el último lustro, más que las aspiraciones hacia el porvenir, inclinó 
las preferencias. El crecimiento económico, el notable crecimiento del empleo, la 
recuperación del crédito y el salario, la reducción de la pobreza y la indigencia, el 
aumento del consumo, el superávit fiscal y externo y el prestigio de la Corte Su-
prema renovada pavimentaron el camino hacia la consagración electoral. Uno de 
cada cuatro votos de la fórmula oficialista Cristina Kirchner/Julio Cobos, provino 
del Gran Buenos Aires. La provincia de Buenos Aires fue la mayor impulsora 
de votos, más del 37% de los sufragios obtenidos a nivel nacional provinieron 
de dicha jurisdicción en la que el FPV logró el triunfo en 28 de los partidos del 
conurbano y sólo en 2 fue derrotado. Lo que puede considerarse el legado de Eva 
Perón al peronismo como organización –la capacidad del peronismo bonaerense 
de movilizar tanto a hombres como a mujeres– benefició al oficialismo. Una vez 
más quedó comprobado, tal cual viene sucediendo desde 1983, que quien obtiene 
la mayor cantidad de votos en este distrito, gana las elecciones presidenciales.26

Casi el 90% de los sufragios se repartió entre tres coaliciones: la oficialista, la 
de Elisa Carrió y la de Roberto Lavagna. Heterogéneas tanto desde el punto de 
vista de las ideas como de los grupos representados, será difícil lograr la conver-
gencia cuando en el gobierno o en la oposición deban definirse cuestiones sus-
tanciales. No hubo reelección presidencial, pero se reeligió un gobierno. No sólo 
continúa el mismo partido en la gestión, sino que se inaugura una variante inédita: 
la sucesión matrimonial. Néstor Kirchner decidió continuar de otra manera. Jefe 
indiscutido del movimiento peronista, se propone construir la fuerza política que  
de sostén al oficialismo encarnado por su esposa. Que ese proyecto resulte en la 
transformación del peronismo en una suerte de aglutinador de un eje de centroiz-
quierda, parece poco probable. La victoria alcanzada tuvo el perfil sociológico del 
peronismo clásico como lo atestigua el pobre resultado electoral del oficialismo 
en las grandes ciudades del país. El ex senador Antonio Cafiero, un dirigente his-
tórico del peronismo, advierte que “El Justicialismo como partido político podrá 
confluir con otras fuerzas políticas y sociales en diversas coaliciones electorales, 
pero como movimiento deberá seguir expresando un modo de pensar y de sentir 
la Argentina que le es propio e intransferible. En él adquieren otro significado las 
clásicas oposiciones ideológicas entre “derecha” e “izquierda”, que más bien 
quedan libradas a la oportunidad de los hechos. Esta característica que tanto 
critican algunos intelectuales no es un síntoma de debilidad o confusión, como 
pretenden, sino que es uno de los fundamentos de su eficacia, ya que permite 
compatibilizar el idealismo con el pragmatismo o, si se quiere, conjugar la “ética 
de las convicciones” con la “ética de las responsabilidades””(Clarín, 6/12/2007). 
El dirigente sindical Luis Barrionuevo, por su parte,  señala que “Lo único que yo 
espero es que si decide (Néstor Kirchner) normalizar el peronismo, no sea plural. 
Porque en el peronismo –enfatizó– no puede haber radicales K” (La Nación, 
8/12/2007). Sin el aval de los votos de los sectores medios y con la resistencia 
manifiesta de dirigentes políticos y sindicales, el objetivo  hasta ahora frustrado 



de transformar al peronismo en una nueva fuerza política, desafiando la estrategia 
del propio Perón de anexar socio menores al conglomerado peronista, parece lejos 
de ser alcanzable.      

VI. La continuidad en el cambio
Desde la reapertura democrática de 1983 ningún presidente de la Nación asu-

mió sus funciones con una cuota de poder institucional comparable a la que logró 
Cristina  Kirchner. Una abrumadora superioridad le permite alcanzar el quórum 
propio en ambas cámaras y acercarse a los dos tercios que le posibilitan un control 
absoluto del poder legislativo.27 La ventaja de una oposición débil y fragmentada 
le augura un comienzo sin mayores tropiezos en el Congreso. Sin embargo, la 
disciplina del peronismo kirchnerista es difícil de predecir. La tradición del mo-
vimiento creado por Perón ha sido el desplazamiento de las luchas partidarias al 
seno de los órganos de gobierno, de tal suerte que el peronismo fue gobierno y 
oposición a la vez. Acaso el temor a repetir esta historia haya llevado a mantener 
las facultades legislativas que los legisladores otorgaron al poder Ejecutivo –los 
denominados superpoderes–. 

La  promesa de la Presidenta de mejorar la calidad institucional  e instalar el 
diálogo, la tolerancia y la concordia entre los argentinos  no se aviene con la 
perduración de los superpoderes del Ejecutivo, la defensa de la manipulación del 
Índice de Costo de Vida que genera el Instituto de Estadística y Censos (INDEC) 
o el no tratamiento de la ley de acceso a la información pública que ha esperado 
en vano en su despacho del Senado. ¿Cómo satisfacer las expectativas de mo-
dernización política que moviliza a los sectores medios y, a la vez, no perder el 
dominio sobre el peronismo, condición sine que non para el ejercicio del poder?   
Este dilema no ha sido resuelto aún por el matrimonio presidencial. Acaso la es-
trategia de alianzas de la presidenta innove respecto de su antecesor, pero ésta es 
una incógnita a develar. 

Cristina Kirchner ratificó a la mayoría de los ministros del gobierno de su es-
poso. “La continuidad en el cambio” es el lema que refleja  la ambigüedad como 
punto de partida de la nueva gestión. ¿Cambia el gobierno para seguir fiel a sí 
mismo o bien continúa decidido a cambiar? Acaso, como algunos sospechan, co-
mienza una etapa de sucesiones consecutivas entre la pareja presidencial que la 
prolongará en el poder, una vez “pingüino”, otra “pingüina”, como gusta decir el 
ex presidente. Una suerte de  “presidencialismo matrimonial” combina los riesgos 
del presidencialismo con los que trae aparejado el vínculo entre los cónyuges, 
emocional, patrimonial, de pasado y de futuro común para ejercer el poder.  Em-
pero, la nominación del nuevo ministro de Economía, Martín Lousteau, ha sido 
percibida como un cambio: oficialistas y opositores han abierto un compás de 
espera sobre su futura acción y han registrado los buenos antecedentes del candi-
dato. Resta ver cuánto de continuidad  y cuánto de innovación habrá en las accio-
nes de gobierno.28 La expectativa de que se mantenga la bonanza en los precios 
agrícolas y un alto ritmo de crecimiento –instrumento formidable para consolidar 
liderazgos políticos– otorga condiciones muy favorables al gobierno. Sin embar-
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go, la Presidenta deberá enfrentar un legado difícil signado por la inflación, la 
energía en estado límite, las sospechas de corrupción que afectan a funcionarios 
del gobierno –incluso a miembros confirmados en el nuevo gabinete– y los pro-
blemas de inseguridad. ¿Cómo se gobernará en ausencia de estadísticas oficiales 
creíbles? La reconstrucción de la credibilidad del INDEC es otro desafío que tiene 
por delante la Presidenta.

VII. Los desafíos de la nueva presidencia
El sindicalismo será el más grande de los desafíos en los inicios de la gestión 

para controlar la inflación. La convocatoria hecha por la Presidenta a un acuer-
do social orientado a asegurar crecimiento, controlar la inflación, incrementar 
la inversión y mejorar la distribución del ingreso, reitera un viejo dilema  de la 
Argentina inflacionaria: la  cerrada defensa que hace el sindicalismo del salario 
nominal en el presente so pena de resignar aumentos del salario real en el futuro. 
Algunas señales auguran un futuro difícil al acuerdo. El representante del gremio 
gastronómico, Luis Barrionuevo calificó la convocatoria a una concertación so-
cial hecha por la Presidenta como “una expresión de deseos” y afirmó : “Yo no 
creo en esos acuerdos. Los pactos son entre el empresariado y el Gobierno y a los 
trabajadores se los mandan cocinado”  (La Nación, 8/12/2007).

La novedad de una suerte de doble comando que inauguraría la gestión de Cris-
tina Kirchner, encarnado en la presencia de su esposo como jefe del Partido Justi-
cialista, en la actualidad acéfalo, y ella, a la cabeza del Ejecutivo, dota  a la nueva 
administración del recurso de un conductor de probada eficacia para disciplinar 
los conflictos en el seno del peronismo.29 Las reformas han sido aplazadas bajo 
el imperio de la urgencia de la coyuntura crítica, situación que refleja la frase del 
ex presidente Kirchner al declarar que el objetivo de su gobierno fue salir del 
infierno para acceder al purgatorio, no al cielo. Una reforma estructural que siente 
las bases del crecimiento sostenido y reformas que incentiven la transparencia y 
eficacia de las decisiones, poniendo límites al ejercicio discrecional del poder, son 
desafíos que enfrenta la Presidenta. Más que la batalla entre el centro izquierda  
y el centro derecha –una batalla que refleja la fractura vertical de la sociedad 
argentina hoy dividida entre los de arriba y los de abajo– es la batalla entre la 
modernización y el continuismo lo que está en juego en la próxima gestión. Resta 
saber si el nuevo gobierno habrá de representar un cambio de fondo frente a los 
cambios  estructurales que esperan al país para adaptarlo a los requerimientos de 
la nueva realidad mundial.  También es una incógnita saber si la Presidenta fijará 
los principios y objetivos estratégicos que inspirarán la política exterior y abando-
nará una política errática y dependiente de los conflictos domésticos.

VIII. La debilidad de la oposición
La oposición desconcertada y dividida poco ayuda para animar el debate de 

ideas que diseñe los cambios. El ex ministro de Economía Roberto Lavagna, 
candidato de una coalición entre el peronismo no kirchnerista y la Unión Cívica 
Radical, con el 17% de los votos y el tercer lugar en la competencia, perdió su 



oportunidad. Hoy, un sector de la diezmada UCR busca aliarse a la Coalición Cí-
vica de Carrió que supo apropiarse del papel de opositora implacable y eficaz del 
matrimonio Kirchner, pero que no pudo contener los conflictos de su heterogénea 
coalición y sufre los efectos de la sangría. Los restos del peronismo no kirchneris-
ta  tratan de reacomodarse en el nuevo mapa político surgido de las elecciones. La 
oposición enfrenta dos grandes problemas. Por un lado, la incapacidad de crecer 
fuera de las grandes ciudades, en parte debida a un sistema electoral con sesgo 
mayoritario y partidario que ha beneficiado al peronismo. Por otro, la dificultad 
de conciliar la competencia política con la convergencia en un frente común, fruto 
de la afirmación de personalismos que perciben los acuerdos como pura amena-
za. Estas limitaciones aplazan la necesaria recomposición de un sistema político 
que exprese las demandas de una sociedad transformada por los cambios ocu-
rridos en democracia. Sin embargo, el triunfo de una coalición socialista-radical 
en Santa Fe y del candidato del centro derecha en la Ciudad de Buenos Aires, en 
las elecciones subnacionales que precedieron a los comicios de octubre, puso de 
manifiesto que importantes franjas del electorado no contenidas en el esquema 
bipartidista peronista-radical, apoyaron nuevos liderazgos. Esta renovación gene-
racional en la dirigencia  puede ser considerada como síntoma de cambios hacia 
la reconstrucción del sistema de partidos.30  Las elecciones que instalaron el sexto 
mandato presidencial desde 1983 se llevaron a cabo con partidos convertidos en 
cáscaras vacías o en “taxis” que conducen a posiciones de poder según la acertada 
metáfora de Dahrendorf (2003:108). La ausencia de organizaciones partidarias 
sólidas en el plano nacional, el peronismo dominante aunque dividido y las crisis 
de liderazgos alternativos, poco ayudan a los cambios de fondo postergados. Aca-
so la Presidenta, coherente con su declarada intención de diálogo, abra un nuevo 
capítulo en las relaciones del gobierno con la oposición en el que, antes que in-
tentar deglutirla, valore la necesidad de reforzarla. Se trata de una condición sine 
qua non para que emerja un sistema multipartidario moderado al calor de nuevos 
liderazgos y sea el pilar de futuras coaliciones de gobierno capaces de sostener en 
el tiempo una política de compromisos. 
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menos recursos que la CGT. Incluye dos federaciones nacionales, la de los maestros y una de los tra-
bajadores estatales.  
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17. En agosto de 2007, un ex funcionario kirchnerista de la provincia de Santa Cruz, acorralado en 
una manifestación de protesta de los docentes, huyó en su camioneta pasando por sobre los cuerpos 
de los manifestantes, una imagen brutal que hizo evocar el impacto de la quema del cajón en el acto 
de cierre de la campaña peronista de  1983, una acción  que selló la derrota de su entonces candidato, 
Ítalo Luder.  
18. La esposa del general Perón, Isabel Martínez, llegó a la presidencia tras la muerte del general y lo 
hizo desde su cargo de vicepresidenta. Eva Perón no pudo lograr ese objetivo. 
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Argentina, Buenos Aires, Plus Ultra.
20. La Nación, 15/09/07. La inclusión del gobernador radical como acompañante en la fórmula de 
Cristina Fernández obedece a la estrategia adoptada por el presidente Néstor Kirchner, quien tras llegar 
a la Casa Rosada en 2003 y ver que no podía hacerse con las riendas del Partido Justicialista optó por 
cambiar de rumbo y aglutinar en torno a su persona a políticos y dirigentes fuera del peronismo.
21. La pobreza en el primer semestre de 2007 fue de 28.3%, cinco puntos por encima de la cifra del 
INDEC (23.4%), debido a la distorsión en el cálculo oficial de la inflación, SEL (2007),  Newsletter 
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24. Citado en A. HIRSCHMAN (1979),  “The Turn to  Authoritarianism in Latin America and the 
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America, New Jersey, Princeton University Press,  p.65.
25. Pese a haber sido elegido como compañero de fórmula de su esposa, Kirchner impulsó en Mendoza 
una fórmula de gobierno propia cuya victoria dejó sin base territorial al vicepresidente Cobos.
26. En las elecciones para la Cámara de Diputados, la sobre representación  de los distritos pequeños 
(ninguno elige menos de 5 diputados, con independencia de su población) tiende a conformar go-
biernos divididos cuando el presidente –elegido en los distritos grandes– no pertenece al partido que 
domina en esos distritos pequeños (tradicionalmente ha sido el peronismo el partido predominante en  
el interior). El gobierno dividido ha sido el rasgo de las dos administraciones radicales desde 1983.
27. La sobre representación de los distritos pequeños en ambas cámaras explica la distribución del 
poder institucional en el Congreso. 
28. “Para mí y para todos los argentinos (Néstor Kirchner) seguirá siendo presidente”, dijo Cristina 
Fernández en el acto de asunción del segundo mandato del gobernador Mario Das Neves en la provin-
cia de Chubut, antes de asumir su mandato.
29. Al momento de escribir estas líneas no se ha concretado aun la presidencia del Partido Justicialista 
en manos del ex presidente Kirchner. El jefe de Gabinete, Alberto Fernández, aseguró que el presidente 
Kirchner tiene para los próximos años “una tarea muy grande” que es “ordenar un espacio tan disímil” 
como el justicialismo (La Nación 9/12/2007).
30. El socialista Hermes Binner se consagró gobernador de Santa Fe; Mauricio Macri, el candidato del 
centro derecha, fue elegido jefe del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.
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